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RECURSO DE APELACIÓN: 41 /2020/SS




          JUICIO CONTENCIOSO: 1053/2019/2

DEMANDADO  Y RECURRENTE:
**********ACTOR**********




MAGISTRADO: 

JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ

SECRETARIA: 
ADELA ORALIA RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ

San Luis Potosí, San Luis Potosí, acuerdo de la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa, correspondiente a la determinación unitaria de 27 veintisiete de octubre  del  2020 dos mil veinte.
V I S T O S, para resolver los autos del Toca número 41/2020/SS formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado con fecha  7 siete de agosto de la presente anualidad,  por el licenciado **********  en su carácter de Director Jurídico del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, **********en contra de la sentencia de fecha 12 doce de marzo del presente año, pronunciada por la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, al resolver el juicio contencioso administrativo número 1053/2019/2 promovido por  el aquí recurrente con la personalidad indicada.





R E S U L T A N D O .

I.- Por escrito presentado en la Oficialía de partes  de este Tribunal, con fecha 7  siete de octubre del 2019,   **********,  demandó la nulidad del siguiente acto administrativo:


“La negativa por parte de la autoridad demandada  de colocar drenaje en mi vivienda, ya que a la fecha no cuento con servicio de drenaje, mismo que fue contratado con el Organismo intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de los Municipios  de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí  y Soledad de Graciano Sánchez, mediante contrato de servicio que fue celebrado el 18 de marzo del 2014 folio 20478, número de cuenta 422151, fecha de inicio de contrato 18 de marzo del 2014, y aun realizado el pago de los servicios al día de hoy no cuento con ellos y se han realizado  los pagos de ellos mes a mes”
II.- Mediante acuerdo de fecha 9 nueve  de octubre  del 2019 dos mil diecinueve, el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal, admitió a trámite la demanda de referencia, ordenando emplazar a la autoridad demandada para que produjera su contestación a la misma requiriéndola para que exhibiera las copias para el traslado a la parte actora,  carga procesal cumplida en tiempo y forma, (fojas 22 a 28)  ya que se refirió  a los hechos de la demanda, a los conceptos de derecho, con capítulo de ofrecimiento de pruebas y anexó la copia simple de su contestación de demanda así como su nombramiento oficial.

III.- Por auto de fecha 21  veintiuno de noviembre del año próximo pasado, se tuvo a la actora por ampliando su demanda inicial y se admitió como prueba superviniente para acreditar su interés jurídico para comparecer a juicio,  el escrito expedido por  el notario adscrito a la Notaría Pública número uno  por medio del cual informa sobre el trámite de la escrituración y protocolización de diversas constancias del juicio sucesorio intestamentario a bienes de **********, en las que aparece que se adjudica a nombre de la aquí actora  el inmueble para el cual solicita la instalación del drenaje.  
IV.-  Seguido el juicio con todas sus fases, el 7 siete de febrero de la presente anualidad se llevó a cabo la audiencia de ley conforme a los artículos 246 y 247 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, sin  la asistencia de las partes; audiencia en la que se  admitieron y desahogaron las pruebas ofrecidas, citándose para resolver, por lo que el 12 doce de marzo del actual, se procedió a dictar la sentencia respectiva, con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria  de este Tribunal  Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta  la Ilegalidad e Invalidez de la Resolución Negativa Ficta  impugnada; misma que se deja sin efecto legal, en los términos, por las razones y para los efectos vertidos en el  considerando Sexto de esta resolución.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a la autoridad demandada.

V.- La sentencia descrita en el punto que antecede, fue notificada  a la autoridad demandada con fecha 16 dieciséis  de julio del actual y con  fecha 17 diecisiete del mismo mes y año a la parte actora, según consta en los autos del expediente del juicio contencioso administrativo estatal.

VI.- El 7 siete de agosto del presente año se recibió  en la Sala primigenia este recurso de apelación interpuesto por la parte demandada y mediante auto de fecha 13 del mismo mes, se remitió a esta Sala Superior  para su prosecución y resolución conforme a lo que en derecho correspondiere.
VII.- Por acuerdo de fecha 19 diecinueve de agosto de la presente anualidad se radicó la apelación con el número 41/2020/SS; se admitió a trámite y con las copias exhibidas se ordenó correr traslado a la parte actora en los términos del artículo 154 de la Ley Adjetiva de la materia.

VIII.- Por auto de  primero de septiembre de la presente anualidad  se tuvo por recibido el escrito mediante el cual  la licenciada  Valeria Paola Piña Miranda, autorizada por la actora,  desahogó la vista ordenada  en el auto de radicación, produciendo los alegatos que a su derecho convinieron.
:




C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO.- Competencia.- A la Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer los recursos de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 7 fracción II, 9 fracción II, 23 fracciones IV y V de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 152  párrafo in fine del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.

SEGUNDO.- Existencia del acto recurrido.- Es cierto y se acredita con el informe rendido por  el Magistrado de la Segunda Sala Unitaria de este Tribunal y los autos originales del juicio contencioso  administrativo estatal número 1053/2020/2 en los cuales obra glosada la sentencia que lo constituye.

TERCERO.- Legitimación.- El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima, ya que se trata del licenciado **********en su carácter de  Director Jurídico del  Interapas parte demanda en el juicio contencioso administrativo estatal arriba mencionado, cuya resolución es el acto impugnado en los términos de la fracción II  del artículo 152 el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

CUARTO.- Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para el efecto señala el artículo 153 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí,  toda vez que el lapso para interponerlo le transcurrió del 20 veinte de julio al 7 siete de agosto de la presente anualidad, pues la sentencia recurrida le fue notificada al aquí apelante el día 16 dieciséis de julio del año en curso y surtió efectos el día 17 diecisiete del mismo mes,  pues en ese lapso no contaron los días  18 dieciocho,  19 diecinueve, 25 veinticinco y 26 veintiséis de julio, uno y 2 dos de agosto del mismo año, ya que fueron sábados y domingos, por lo que resulta claro que se efectuó con la debida oportunidad.

 
QUINTO.  Atento al principio de economía procesal  no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de  la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia para cumplir con los requisitos de congruencia y exhaustividad que toda sentencia debe contener. 

Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia 2ª.J 58/2010 emitida por la Segunda Sala  de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 830 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, mayo de dos mil diez, Novena Época, que textualmente dice:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMLIR CON LOS REQUISITOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUTIVIDAD EN LAS  SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrales del capítulo X “De las sentencias” del Título primero “ Reglas Generales ”Del amparo en general”, de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación, o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad, constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo no existe prohibición para hacer tal transcripción,  quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer”

También cobra aplicación la tesis del Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil y del Trabajo del Décimo Séptimo Circuito, consultable en  la página dos mil ciento quince, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Tomo XXIII, marzo de dos mil seis, Novena Época, de rubro y contenido siguientes:

“SENTENCIA DE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO, AL EMITIRLAS NO SE ENCUENTRAN OBLIGADOS A TRASCRIBIR LA RESOLUCÍÓN RECURRIDA. El hecho de que en las sentencias que emitan los Tribunales Colegiados de Circuito, no se transcriba la resolución recurrida, no infringe las disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual quedan sujetas sus actuaciones pues el artículo 77  de dicha legislación no lo prevé así, ni existe precepto alguno que establezca esa obligación; además, dicha omisión no deja en estado de indefensión al recurrente, puesto que ese fallo obra en los  autos y se toma en cuenta al resolver”

SEXTO.-  Consideraciones preliminares.

Previo al análisis de los agravios vertidos por la autoridad recurrente, conviene establecer  que según la función tutelar de un  recurso de alzada y como fuente de estándares constitucionales, la importancia y trascendencia de este medio de impugnación debe revisarse bajo la óptica que represente un pronunciamiento  sustancial  para el orden jurídico y la sociedad, por lo que no está supeditado a la relevancia que el caso pueda tener para el recurrente en lo individual.

Al respecto, nuestro Código Procesal Administrativo en su artículo 152 señala que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables en los casos que define, y que para pronta referencia, se trascribe en su parte conducente:


Artículo 152.-  Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:


I.-  Sean de cuantía que exceda mil quinientas veces el valor diario de la UMA, al momento de la emisión de la resolución o sentencia.


II.-  Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la ya señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso.
(…)
El término “importancia” se refiere a la entidad de un criterio que implica y refleja el interés general del asunto desde el punto de vista legal, mientras que la trascendencia es un aspecto que se relaciona con el carácter excepcional y novedoso del criterio jurídico, que además de resolver el caso concreto se proyectará a otro de similares características, pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico. Se rige  por el principio de excepcionalidad ya que tiene un carácter restrictivo y selectivo, esto es, que no constituye un medio de defensa común y ordinario.

En la especie se trata de analizar  el acto impugnado por la actora en este juicio, ********** ********** consistente en la negativa de la autoridad demandada Interapas de colocar el drenaje para su vivienda, no obstante haber cubierto  los derechos correspondientes y estar pagando mensualmente una cantidad por ese concepto; si con dicha negativa   se están vulnerando sus derechos humanos, tema que implica importancia y trascendencia. 


A partir del año 2010 la Asamblea de las Naciones Unidas aprobó una resolución en la que se reconoció el derecho  humano al agua potable, saneamiento y drenaje, y en septiembre  29 veintinueve del año 2011 dos mil once, dichos conceptos se establecieron internacionalmente como un derecho humano.  

La referencia constitucional de los derechos humanos en la reforma constitucional del año 2011 dos mil once, ha tenido como mandato el crear una nueva cultura sobre los mismos. Las modificaciones que se hicieron en esa materia establecidas principalmente en el artículo 1º  de nuestra Carta Magna, constituyen un cambio en el modo de entender las relaciones entre la autoridad y la sociedad, ya que colocan a la persona como el fin de todas las acciones del gobierno y representa el avance jurídico más importante que se ha tenido para optimizar el goce y el ejercicio de los derechos humanos.

Los principales cambios de la reforma de que se viene hablando son esencialmente: la incorporación de todos los derechos  humanos de los Tratados Internacionales; la obligación de la autoridad de guiarse por el principio pro persona cuando se aplique una norma de derecho, lo que significa que se debe preferir  la interpretación más favorable a la persona; y la obligación para todas las autoridades de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos.
La  Declaración de los derechos humanos de 1948 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, reconoce  desde entonces la vivienda adecuada como parte de los derechos humanos. El Comité de las Naciones Unidas  de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ha subrayado que el derecho a una vivienda digna comprende la disponibilidad de los servicios materiales e infraestructuras, sostiene que una vivienda no es adecuada si sus ocupantes no tienen agua potable, instalaciones sanitarias adecuadas, entre las que se encuentran la conexión a una sistema de desagüe y  saneamiento que permita el desalojo de las aguas negras y pluviales.

Una vivienda adecuada es un derecho humano reconocido en la normativa  internacional. Una de las primeras referencias a este derecho es el párrafo primero del artículo 25 de la Declaración Universal de  los derechos humanos y el Pacto  Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales es considerado como la instancia  central para la protección de ese derecho tutelado.
El artículo 11 del aludido Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, publicado en el Diario Oficial de la Federación de 12 doce de  mayo de 1981,  establece el derecho de toda persona a una vivienda digna, con obligación de los Estados  de otorgar la vivienda adecuada de acuerdo con los lineamientos emitidos por la Organización Mundial de la Salud; obligación reconocida en el artículo 4º. Constitucional y que comprende entre otras cosas, el acceso al agua potable, electricidad, drenaje y saneamiento. Función que le corresponde al Municipio en los términos de la fracción III inciso a) del artículo 115 III de la Constitución Federal  que   ordena que los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales; 
b) (..)

A través de la reforma al párrafo sexto del artículo 4º. publicada el 8  de febrero del 2012   en el Diario Oficial de la Federación, se elevó al rango constitucional el derecho humano al agua potable, saneamiento y drenaje y se refiere  a contar con instalaciones que permitan eliminar higiénicamente las excretas (substancias de desecho) y aguas residuales sin representar un riesgo para la salud y los ecosistemas, para tener un ambiente sano y limpio tanto en las viviendas como en las proximidades de los usuarios, con un sistema de tuberías interconectadas  con sus conexiones  a la red municipal que permitan el desalojo de líquidos, generalmente pluviales de una población, así como también para que sirvan para el traslado de aguas negras permitiendo el desalojo de las mismas.
Por identidad de razón es aplicable la siguiente Tesis Jurisprudencial

Época: Décima Época: Registro: 2013416:  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito:  Tipo de Tesis: Aislada:  Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación: Libro 38, Enero de 2017, Tomo IV: Materia(s): Constitucional, Administrativa: Tesis: IV.1o.A.59 A (10a.):  Página: 2514 

“DERECHO HUMANO A LA PROVISIÓN DE AGUA POTABLE. LA OBLIGACIÓN DE PROPORCIONARLA ES UN DEBER DEL ESTADO, Y NO SE ENCUENTRA CONSTREÑIDO A UN PAGO PREVIO POR PARTE DE LOS GOBERNADOS.- Los artículos 27, 29, 34 y 43 de la Ley de Agua Potable y Saneamiento para el Estado de Nuevo León, así como 42 y 46 de la Ley de Hacienda para los Municipios de la entidad, establecen que el suministro de agua potable y saneamiento es un servicio público que se proporciona, entre otros, a través del organismo público descentralizado denominado "Servicios de Agua y Drenaje de Monterrey"; que para obtener el servicio se deberá tramitar ante el organismo operador el dictamen de factibilidad para la conexión a la red general de agua potable y drenaje sanitario y, satisfechos los requisitos de factibilidad, las autoridades competentes deben construir las instalaciones y conexiones de agua potable y drenaje sanitario conforme al proyecto autorizado, así como las obras de infraestructura que, en su caso, se requieran. En ese sentido, es hasta que esté instalada la red de agua potable y alcantarillado, cuando los gobernados están constreñidos al pago de una cuota por ésta al fisco municipal, pues la obligación del Estado de proveer el vital líquido no depende de esa cuota, sino de la obligación legal precisada, derivada del deber de garantizar el derecho humano al agua, previsto en el artículo 4o. de la Constitución Política” 
Tesis la antes transcrita que se refiere en su contenido no solo a la provisión del agua potable sino también al saneamiento y drenaje sanitario. El drenaje y red de saneamiento en ingeniería y urbanismo es el sistema de tuberías, sumideros o trampas con sus conexiones que permiten el desalojo de líquidos de las viviendas ya sea pluviales o sanitarios.
Desde esta óptica,  se puede concluir que  con una negativa de la autoridad demandada a otorgar el servicio de drenaje a los usuarios, se les están vulnerando sus derechos humanos contenidos en  los documentos internacionales  citados y en nuestra Constitución, de ahí la importancia y trascendencia de este asunto; por lo tanto en atención a los razonamientos expuestos con antelación, se procede entrar al estudio de los conceptos de impugnación. 

SÉPTIMO.- Estudio analítico de los agravios.
a).- La  autoridad demandada y recurrente en su primer  motivo de disenso señala  que le agravia el hecho de que la resolución de la Sala primigenia carece de fundamentación y motivación, supuesto que  no analizó  la excepción de falta de legitimación de la actora para demandar que hizo valer al contestar la misma, habida cuenta de que el contrato  que adjuntó a su libelo fue celebrado con  ********** y no con la promovente de este juicio, quien solo allegó  un oficio suscrito por  la Juez Segundo de lo Familiar del Estado respecto del juicio sucesorio in testamentario a bienes del referido **********, pero en el mismo no consta que el inmueble respecto del cual solicita la conexión al drenaje sea de su propiedad; que aun cuando al ampliar la demanda agrega un oficio suscrito por Notario adscrito a la Notaría Pública número uno de esta ciudad, donde consta la protocolización y adjudicación de dicho inmueble a su nombre, tal probanza fue extemporánea porque debió anexarla a su demanda inicial y no a su ampliación de la misma, por lo cual no debió otorgársele valor probatorio alguno.
b).- En su segundo motivo de inconformidad, la autoridad apelante aduce que le causa agravio el hecho de que la Sala resolutora determinó que en el caso se actualizó la negativa ficta, derivado del hecho de que no se dio contestación  a una solicitud realizada por la actora en este juicio de fecha 12 doce de junio del 2019 dos mil diecinueve, no obstante que al contestar la demanda se señaló categóricamente que sí se dio una contestación a la aquí actora, aun cuando no acreditó su interés legal, porque el contrato que obra en autos no se celebró con ella, sino con **********, sin embargo en memorándum  del Director de Operación y Mantenimiento del Interapas se informa que en seguimiento a la solicitud  de la  actora, se trasladó al domicilio de la misma y  previa inspección del predio, se le informó que frente al mismo, el Organismo no cuenta con red de drenaje; documento que no fue objetado y por ello tiene valor probatorio pleno, agregando que el A quo no revisó en forma oficiosa  las causales de improcedencia siendo inadmisible que base sus resoluciones en formatos únicamente cambiándole los datos, porque a simple vista se aprecia que no todo lo argumentado por las partes fue analizado.
Ambos conceptos de agravio resultan inoperantes e improcedentes, porque parten de premisas falsas, toda vez que de la sentencia  apelada se arriba a la conclusión de que en la misma hizo un estudio pormenorizado de los conceptos a que alude el apelante.

Este criterio encuentra su apoyo en  la Tesis Jurisprudencial que enseguida se transcribe:

Época: Décima Época:  Registro: 2001825: Instancia: Segunda Sala: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta:  Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3:  Materia(s): Común: Tesis: 2a./J. 108/2012 (10a.): Página: 1326 

“AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS. Los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su análisis y calificación, pues al partir de una suposición que no resultó verdadera, su conclusión resulta ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida.”
En efecto, la Sala resolutora contrariamente a lo aducido por el recurrente  cumplió con los requisitos de fundamentación y motivación  e hizo un amplio y minucioso estudio,  tanto de la legitimación de la actora para promover este juicio, como de la existencia de la negativa ficta; al establecer en primer lugar, que  la causal de improcedencia invocada la  parte demandada resultó esencialmente infundada, pues si bien  es cierto que a su demanda la actora solo adjuntó un documento que se refiere a un juicio sucesorio a bienes de **********, donde no consta que sea la propietaria del inmueble para el cual requiere la instalación del drenaje que pagó y cuyo servicio inexistente sigue cubriendo, según constancias de autos que  nunca fueron  negadas por la autoridad demandada; a su ampliación de demanda adjuntó como prueba documental el  oficio expedido por el Notario adscrito a la Notaría número uno de esta ciudad, donde hace constar la protocolización de  diversas constancias relativas al juicio sucesorio in testamentario a bienes de **********,  en las que aparece que se adjudica a la ahora actora el inmueble para el cual está solicitando la instalación del drenaje, lo que  acredita  su legitimación para promover este juicio.
Asimismo la Sala Unitaria Segunda hace un estudio detallado de la negativa ficta atribuida a la demandada, así como de la valoración de los documentos que conforman la causa, para concluir que las razones y argumentos  que expuso  fueron suficientes para sostener la ilegalidad de la negativa a la instalación y/o conexión del servicio de drenaje en el domicilio de la actora o la imposibilidad de cumplir con el contrato donde se pactó, el cual no fue controvertido sino por el contrario aceptado lisa y llanamente por la demandada.

Igualmente se puede  advertir que existe una contradicción en las manifestaciones de la parte apelante en el sentido de que la red más cercana de drenaje se encuentra hasta la  calle de Pánfilo Natera de esta ciudad de San Luis Potosí y que el artículo  de la Ley de Aguas para el Estado, que señala que :
Artículo 136.-  Están obligados a contratar los servicios de agua potable, alcantarillado y el de tratamiento de aguas residuales, en su caso, en los lugares donde existan dichos servicios y cumpliendo con los requisitos que al efecto establezcan los prestadores.

 Toda vez que al contestar la demanda  señala que mandó personal de la dependencia a su cargo a realizar una inspección en el domicilio de la actora  con fecha 14 catorce de agosto del 2019 dos mil diecinueve, y que en el informe  se hicieron las siguientes observaciones:  “”Domicilio habitado Colonia   Granjas de la Estrella toma por dentro, sin acceso no atendieron verificación casa de ladrillo dos pisos cerrado, calle de tierra no pavimentada aun vecinos comentan que si hay agua y que algunas casas si cuentan con drenaje y otras no” Lo que contradice el razonamiento de la recurrente en el sentido de que en este caso es aplicable el contenido del artículo 136 de Aguas para el Estado, respecto a su obligación de contratar los servicios de drenaje y agua potable en los lugares donde existan los mismos, porque con el informe que la propia autoridad recurrente refirió, se demostró que según los vecinos en la calle donde se encuentra la vivienda de la actora, sí existe el sistema de drenaje pues unos cuentan con ese servicio y otros no. De lo que se concluye que la autoridad no funda legalmente ni motiva  su negativa además de no justificarla, ya que al firmar el contrato que obra en autos, el cual nunca desconoció, aceptó en la  cláusula quinta ordenar la instalación de las tomas y  conexión de las descargas de aguas residuales en un término de treinta días naturales posteriores a la fecha del pago respectivo, pago que la actora efectuó y continúa efectuando según consta en autos con los documentos que obran a fojas 11, 12 y 13 del expediente de origen, pago que comprende la obra civil y el servicio de desagüe según se infiere de las cláusulas segunda y quinta del contrato que se puede consultar  a fojas 10 del mismo.
Por otra parte, los agravios que se analizan son reiterativos de los conceptos  que vertió  al contestar la demanda, los cuales como se reitera ya fueron analizados y resueltos por la Sala de origen; además,  en ellos nada se aduce ni se traen a colación razonamientos nuevos y distintos a lo expuesto en su  contestación que contradigan el fondo del fallo  recurrido;    por lo tanto y en esa tesitura, debe estimarse que resulta indudable que dichas alegaciones de inconformidad,  están carentes de vínculo probatorio y por lo tanto,  no pueden considerarse como un aporte argumentativo dirigido a desentrañar  la ilegalidad de la determinación que se recurre.
Por identidad jurídica sustancial, es pertinente  transcribir en apoyo del criterio sustentado con antelación, las Tesis Jurisprudenciales que sucesiva y respectivamente dicen:
Época: Décima Época:  Registro: 2016904: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito:  Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación: Libro 54, Mayo de 2018, Tomo III: Materia(s): Administrativa:  Tesis: I.5o.A.9 A (10a.):  Página: 2408 

“AGRAVIOS INOPERANTES POR INSUFICIENTES EN EL RECURSO DE REVISIÓN FISCAL. LO SON AQUELLOS QUE SÓLO REITERAN LAS MANIFESTACIONES QUE, EN SU MOMENTO, SE HICIERON VALER AL CONTESTAR LA DEMANDA DE NULIDAD.- En atención al principio de estricto derecho que impera tratándose del recurso de revisión fiscal, la autoridad recurrente tiene la carga procesal de formular sus agravios de forma clara y concisa, e identificar las consideraciones del fallo impugnado con las que se inconforma, así como los planteamientos de derecho que soportan las razones particulares de su disenso, para lo cual debe existir una notoria congruencia entre esos señalamientos, de modo que se evidencie, cuando menos, una causa de pedir impugnativa. Por tanto, cuando los argumentos expresados al efecto no controviertan los razonamientos y fundamentos legales en que se apoyó la sentencia anulatoria recurrida, sino que sólo reiteran las manifestaciones que, en su momento, se hicieron valer al contestar la demanda de nulidad, deben considerarse inoperantes por insuficientes, pues de ellos no se advierte materia sobre la cual justipreciar la legalidad de la decisión judicial impugnada objeto del recurso.”
Época: Novena Época: Registro: 204708: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito: Tipo de Tesis: Jurisprudencia: Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta: Tomo II, Agosto de 1995: Materia(s): Administrativa: Tesis: I.3o.A. J/1: Página: 295 

“AGRAVIOS EN LA REVISION FISCAL. SON INOPERANTES SI UNICAMENTE CONSTITUYEN UNA REITERACION DE ARGUMENTOS VERTIDOS EN LA CONTESTACION DE DEMANDA, SIN CONTROVERTIRSE LAS CONSIDERACIONES CONFORME A LAS CUALES ESTOS SE HAYAN DECLARADO INFUNDADOS. El principio de estricto derecho que impera en tratándose de revisiones fiscales obliga a que la parte inconforme con una determinada resolución demuestre la ilegalidad de ésta, so pena de que sea confirmada en su perjuicio, consecuentemente, si la autoridad recurrente formula sus conceptos de agravio mediante una simple reiteración de las razones que defienden el acto impugnado, expuestas al contestar la demanda, pero sin controvertir las consideraciones a cuya luz esas razones ya resultaron infundadas para la Sala emisora de la sentencia recurrida, entonces ésta debe confirmarse al encontrarse legalmente subsistentes los fundamentos que le sirven de apoyo, tornándose en inoperantes los conceptos de agravio.
 En consecuencia, y como toda vez que de acuerdo con los razonamientos expuestos resultaron infundados e inoperantes  los agravios formulados por la autoridad apelante, lo procedente será confirmar en sus términos la sentencia recurrida.
Por lo anteriormente expuesto y con apoyo además en lo dispuesto por  los artículos 155 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Resultaron infundados e inoperantes  los agravios formulados por la recurrente.


SEGUNDO.- Se confirma en sus términos la sentencia recurrida, conforme a lo expuesto en el considerando séptimo de la presente resolución.


TERCERO.- Notifíquese con testimonio de esta resolución; remítanse los autos a la Sala de origen; háganse las anotaciones correspondientes y en su oportunidad archívese el expediente como asunto concluido.

Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 16 fracción IV del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita a la licenciada Yun-Sen Fiscal Wong para que lleve a cabo la notificación de esta resolución.


Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior Estatal de Justicia  Administrativa Juan Ramiro Robledo Ruiz, 
quien actúa con Secretaria de Acuerdos Laura del Castillo Martínez, que autoriza y da fe.



JUAN RAMIRO ROBLEDO RUIZ



  Magistrado de la Sala Superior



LAURA DEL CASTILLO MARTÍNEZ.


 Secretaria de Acuerdos de la Sala Superior.
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